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Auto No: Al-011 
Procedimiento: Acción Popular 
Demandante:  Gerardo Herrera  
Demandada:  Notario Octavo de Medellín 
Radicado:    05001 31 03 005 2021 00307 01 
Asunto:  Remite acción Popular a los juzgados Administrativos por falta de Jurisdicción 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 

 
Medellín, Veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023) 

 

                         El Tribunal no resulta competente para resolver de fondo el recurso 

de apelación interpuesto por el actor popular Gerardo Herrera, en virtud de lo 

previsto en el inciso 5 del artículo 325 del C.G.P, por cuanto: “El superior devolverá el 

expediente si encuentra que el juez de primera instancia omitió pronunciarse sobre la demanda de 

reconvención o sobre un proceso acumulado. Así mismo, si advierte que se configuró una causal 

de nulidad, procederá en la forma prevista en el artículo 137”, por lo que advierte el 

Tribunal que debe declarar la falta de jurisdicción para asumir el conocimiento de 

la presente acción, por las razones que a continuación se exponen: 

 

ANTECEDENTES 

 

                           1. En el caso bajo estudio promovió el señor Gerardo Herrera 

acción popular en contra de la Notaría Octava de Medellín, trámite cuyo 

conocimiento fue asumido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Oralidad de 

Medellín. Como fundamento de la acción constitucional, expuso que lo que busca 

es “la adecuación de las instalaciones donde funciona la notaría demandada, para que 

normativamente se acompasen con la Ley 982 de 2005 con las facilidades e infraestructura 

que la ley ha previsto para personas en condición de discapacidad”, porque en la sede de 

la notaría “no existe profesional intérprete, ni cuenta con entidad idónea autorizada por el 

Ministerio de Educación Nacional que permita la atención de dicha población”. Aunado a 

la carencia de señales visuales, sonoras o de alarmas luminosas según lo dispone 

la normativa adjetiva. 

 

                             2. El Juzgado Quinto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, 

en auto del 23 de septiembre del 2021 avocó su conocimiento hasta la culminación 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr003.html#137
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de la primera instancia con sentencia del 22 de agosto del 2022, 

en la que luego de agotar todo el trámite constitucional, decidió estimar las 

pretensiones, al declarar la vulneración de los derechos colectivos por la falta de 

los servicios de un profesional intérprete en las instalaciones de la Notaria 08 de 

Medellín, tal como lo ordena la ley 982 de 2005; decisión que como fue objeto de 

apelación, por lo que le correspondería a esta Corporación su estudio, sino fuera 

porque como se acotó previamente, existe una nulidad insaneable, conforme a las 

siguientes: 

 

II.CONSIDERACIONES 

 

                         2.1. Atendido a lo expuesto, denota esta Sala de Decisión que 

efectivamente dentro de la acción constitucional, se desconoció el principio del 

debido proceso, en lo tocante al Juez Natural, en tanto se pasó por alto la 

normativa procesal que rige el procedimiento de la acción popular previsto en el 

artículo 15 de la Ley 472 de 19981 y 88 de la Constitución Política, en el que se 

estableció que la Jurisdicción Contenciosa Administrativa asumirá el conocimiento 

de las acciones en las cuales los daños en su génesis corresponde a las entidades 

públicas, así como también le corresponde a ésta jurisdicción asumir la 

reclamación por daños de personas privadas que ejercen funciones 

administrativas. 

 

                              Para el presente caso, resulta pertinente traer a colación la 

providencia A620 /2022 de la Corte Constitucional, con Ponencia del Consejero 

Alejandro Linares Cantillo, precisamente, con respecto a un caso similar al objeto 

de estudio, el que mutatis mutandis se acomoda perfectamente al presente caso, 

providencia de la cual se resalta que: 

 
                                   2.    La función notarial y la jurisdicción competente para conocer de acciones 
populares presentadas contra las notarías, en las que se pretenda su adecuación para la prestación 
del servicio público notarial para personas en condición de discapacidad. El artículo 131 de la 
Constitución establece que la función notarial es un servicio público[23] y que debe ser reglamentado 
por el legislador. La actividad notarial se encuentra regulada en el Decreto Ley 960 de 1970[24], la 
Ley 588 de 2000[25] y en distintos decretos reglamentarios que fueron compilados en el Decreto 
1069 de 2015[26]. En la sentencia C-863 de 2012, la Corte se pronunció sobre la actividad notarial 
y señaló que aquella es un servicio público a cargo de particulares que actúan bajo la figura de la 

                                                 
1(i) la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo conocerá de las acciones originadas en actos, acciones u 

omisiones de las entidades públicas y de las personas privadas que desempeñen funciones administrativas; y (ii) en los 

demás casos conocerá la Jurisdicción Ordinaria. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn23
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn24
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn25
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn26
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descentralización por colaboración[27], y que supone el ejercicio de la función 
pública de dar fe[28]. Asimismo, precisó que, si bien los notarios están investidos de autoridad, ello 
no implica que adquieran el carácter de autoridades administrativas en sentido subjetivo u 
orgánico[29]. 
  
                                     13.    Ahora bien, en la Ley 982 de 2005 se establecieron normas tendientes 
a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas. En concreto, el artículo 
8 de la ley establece que todas las entidades estatales deben incorporar paulatinamente el servicio 
de intérprete para su atención y, además, en lo que refiere a las instituciones gubernamentales y no 
gubernamentales que ofrezcan servicios al público, señala que tienen que identificar los lugares en 
los que pueden ser atendidas estas personas[30]. Por su parte, el artículo 15 señala que “todo 
establecimiento o dependencia del Estado y de los entes territoriales con acceso al público, deberá 
contar con señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su 
reconocimiento por personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas”. 
  
                                       14.    Al resolver conflictos de jurisdicciones relacionados con la materia, 
esta Corte se ha pronunciado sobre la jurisdicción competente para conocer de las acciones 
populares presentadas contra las notarías, en las que se pretenda el acceso de las personas en 
situación de discapacidad al servicio notarial. Así, en auto 1100 de 2021[31], se estableció que la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo es la competente para dirimir las controversias 
relacionadas con la adecuación de la infraestructura de una notaría, para la prestación del servicio 
público a personas en situación de discapacidad. Al respecto, se señaló que: “la adecuación de la 
infraestructura y los ajustes razonables que permiten el acceso efectivo de las personas en situación 
de discapacidad a la función notarial no es un asunto que se limita a las reparaciones locativas que 
debe efectuar un particular en un inmueble privado. Por el contrario, este tipo de modificaciones 
se relaciona con el servicio que prestan los notarios en el desarrollo de la función pública 
que les fue delegada. De este modo, las adecuaciones y ajustes necesarios para que las personas 
en situación de discapacidad puedan acceder a los servicios notariales previstos en el artículo 3° del 
Decreto [Ley] 960 de 1970 se vinculan estrechamente con el desempeño de dicha 
función”[32]. Asimismo, se resaltó que el incumplimiento de las condiciones de accesibilidad podría 
imposibilitar la prestación efectiva del servicio público que prestan los notarios, en aquello que 
constituye una función administrativa. 
  
                                    15.    Al resolver el CJU-694, en auto 018 de 2022, la Corte se pronunció 
respecto del conocimiento de una acción popular presentada contra una notaría, en la que se 
advertía que aquella no contaba con intérpretes y desconocía las normas sobre protección de las 
personas con discapacidad visual y auditiva (artículos 8 y 15 de la Ley 982 de 2005). En esa 
oportunidad, esta corporación reiteró la regla establecida en el auto 1100 de 2021, en el sentido de 
que las acciones populares impetradas para la protección de los derechos e intereses colectivos, en 
aquellos casos en que se pretende el desarrollo de adecuaciones para la prestación del servicio 
público notarial, a favor de las personas en condición de discapacidad, está íntimamente relacionada 
con la función administrativa desarrollada por los notarios como particulares, por lo cual, de 
acuerdo con el artículo 15 de la Ley 472 de 1998, es la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo la competente para conocer del asunto. 
  
                                   16.    En suma, puede concluirse que (i) la actividad notarial es un 
servicio público a cargo de particulares que actúan bajo la figura de la descentralización 
por colaboración y que supone el ejercicio de la función pública de dar fe; (ii) la Ley 982 
de 2005 establece mandatos específicos para las instituciones gubernamentales y no 
gubernametales respecto de la atención de personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas; 
y (ii) la Corte Constitucional ha señalado que la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativa es la competente para conocer de las acciones populares presentadas 
contra las notarías, en las que se pretenda el desarrollo de las adecuaciones para la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn27
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn28
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn29
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn30
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn31
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A620-22.htm#_ftn32
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prestación del servicio público notarial a favor de personas en 
condición de discapacidad. (Subraya ajena al texto) 

  

                               
                              En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que las excepciones 

a la perpetuatio jurisdictionis se limitan a la concurrencia de la falta de jurisdicción 

por los factores subjetivo y funcional en la competencia del funcionario 

cognoscente, por consiguiente, en el sub lite, conforme a lo expuesto, estamos en 

presencia de dicha salvedad por lo que, resulta necesario desprenderse de la 

competencia del asunto. 

 

                            Así, de conformidad con lo preceptuado y teniendo en cuenta 

que el debate judicial promovido en ejercicio de la acción popular ante el Juez 

Quinto Civil del Circuito de Oralidad involucró como parte a la Notaría 8 de la 

Ciudad, en la que se discute la afectación de los intereses colectivos a favor de 

las personas en condición de discapacidad, función notarial que está relacionada 

con la función administrativa desarrollada por los notarios, luego, entonces, no 

cabe duda que la competencia para asumir el conocimiento de la presente acción 

corresponde a la Jurisdicción Contencioso Administrativo conforme a lo expuesto 

en precedente. 

                        

                              En ese orden de ideas, resulta palmario que el conocimiento de 

la presente acción popular, conforme a las reglas y jurisprudencia ya anotadas, 

recae en la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, por cuanto es la encargada 

de asumir el conocimiento en aspectos en que se debaten controversias en las 

que los sujetos pasivos son particulares demandados que ejercen funciones 

administrativas, lo que, en consecuencia, conlleva a que no pueda este Tribunal 

asumir el conocimiento de la presente acción constitucional en segunda instancia, 

como previamente se acotó, siendo del caso remitirla a los Juzgados 

Administrativos de esta localidad, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 16 del 

CGP que dispone: “Artículo 16. Prorrogabilidad e improrrogabilidad de la jurisdicción y la 

competencia. La jurisdicción y la competencia por los factores subjetivo y funcional son 

improrrogables. Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, la falta de jurisdicción o la falta 

de competencia por los factores subjetivo o funcional, lo actuado conservará validez, salvo la 

sentencia que se hubiere proferido que será nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez 

competente. Lo actuado con posterioridad a la declaratoria de falta de jurisdicción o de competencia 

será nulo. La falta de competencia por factores distintos del subjetivo o funcional es prorrogable 
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cuando no se reclame en tiempo, y el juez seguirá conociendo del proceso. 

Cuando se alegue oportunamente lo actuado conservará validez y el proceso se remitirá al juez 

competente.” 

                              

                               En atención a lo anterior, ésta Sala Unitaria del Tribunal 

considera que las medidas que se acompasan con la irregularidad que se 

presenta, resultan ser las siguientes: i) dejar sin efectos el auto de 26 de octubre 

de 2022, por medio de la cual se admitió el recurso de apelación; (ii) declarar la 

falta de competencia para conocer del asunto, y de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 16 del Código General del Proceso y numeral 10 del artículo 155 del 

CPACA2, y iii) remitir el expediente a los Juzgados Administrativos del Circuito de 

Medellín –reparto-, para lo de su competencia. 

 

                             De esta manera y por las razones expuestas, el Tribunal 

Superior de Medellín, en Sala Unitaria de Decisión Civil,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Dejar sin efectos el auto, por medio del cual se 

admitió el recurso de apelación, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia 

 

SEGUNDO: Declarar que la jurisdicción ordinaria no es la 

competente para conocer de la demanda de la referencia, puesto que la 

competencia es exclusiva de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de 

conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta decisión.  

 

TERCERO: Remitir el expediente a los Juzgados Administrativos 

del Circuito de Medellín, conformidad con lo dispuesto en los artículos del CGP, 

previa las anotaciones de rigor.  

 

CUARTO: Notificar la presente decisión a las partes.  

                                                 
2  

10. De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos y de cumplimiento, contra las autoridades de los 

niveles departamental, distrital, municipal o local o las personas privadas que dentro de esos mismos ámbitos 

desempeñen funciones administrativas. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado   
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